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3. En el presente caso, como ha sido expuesto con 
más detenimiento en los antecedentes, han quedado 
acreditados los siguientes extremos: en primer lugar, que 
al recurrente se le denegó en vía administrativa el plus de 
turnicidad solicitado con el argumento de que no concu-
rría en la labor desarrollada en el centro de trabajo el 
presupuesto necesario para su percepción. Y, en segundo 
lugar, que en vía judicial si bien se desautorizó el criterio 
administrativo, confirmando que concurría el supuesto 
contemplado en el art. 26 del convenio colectivo para que 
el recurrente pudiera acceder al complemento salarial 
que se reclamaba, se fundamentó la desestimación de su 
pretensión en que «dada la situación laboral del actor de 
Liberado Sindical, sin prestar servicios en el centro, no 
puede ser acogida su pretensión por no afectarle los tur-
nos establecidos».

En atención a lo expuesto, toda vez que se constata 
que la única y exclusiva razón para desestimar en vía 
judicial la pretensión del recurrente de acceder al com-
plemento retributivo solicitado ha sido su condición de 
liberado sindical, debe concluirse que se ha vulnerado 
su derecho a la libertad sindical (art. 28.1 CE), desde la 
perspectiva de la garantía de indemnidad económica, 
tal como también interesa el Ministerio Fiscal, al haber 
establecido la resolución judicial impugnada un trato 
retributivo en perjuicio del recurrente por su actividad 
sindical.

En cuanto a los efectos de esta Sentencia, resulta pro-
cedente la anulación de la resolución judicial impugnada 
y la retroacción de actuaciones al momento inmediata-
mente anterior al de su dictado para que se dicte nueva 
resolución judicial con respeto al derecho fundamental 
reconocido, resolviéndose, si procede, las cuestiones de 
legalidad ordinaria imprejuzgadas inherentes al reconoci-
miento del derecho a la percepción del mencionado com-
plemento salarial, sobre las que este Tribunal no puede 
entrar a conocer.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, por la autoridad que le confiere la Constitución de 
la Nación Española,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Manuel Facorro 
Casal y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la libertad sindical 
(art. 28.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado 
de lo Social núm. 2 de Lugo de 5 de abril de 2004, dictada 
en el procedimiento núm. 108-2004.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse la Sentencia anulada, para que se dicte nueva 
resolución judicial con respeto al derecho fundamental 
reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de septiembre de dos 
mil siete.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 18862 Sala Segunda. Sentencia 201/2007, de 24 de sep-
tiembre de 2007. Recurso de amparo 4065-2004. 
Promovido por doña Carmen Faro Planas y 
otras respecto a las Sentencias de la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo y del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña que desesti-
maron su demanda contra el Ministerio de 
Educación y Cultura sobre reclamación de can-
tidad por diferencias salariales.

Supuesta vulneración del derecho a la igual-
dad en la aplicación de la ley: cambio de crite-
rio judicial, consciente y general, sobre la 
sucesión en el tiempo de convenios colectivos 
y reformas legales en materia de equiparación 
salarial de profesores de religión católica.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Ramón Rodríguez Arribas y don Pascual Sala Sán-
chez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4065-2004, promovido 
por doña Carmen Faro Planas, doña Concepción Arráez 
Montaña, doña María-Àngels Bassas Mariné, doña Mont-
serrat Fontanet Alastrue, doña Dolores Martínez Jauma, 
doña María-Jesús Paraled Basols, doña María-Carmen 
Pons Ribas, doña Eloísa Ruiz González, doña María-Rosa 
Sastre Cañellas y doña Ana-María Vigil Mari, representa-
das por la Procuradora de los Tribunales doña Rosa Sorri-
bes Calle y asistidas por el Abogado don Ricardo Avilés 
Carceller, contra la Sentencia de 20 de noviembre de 2003 
de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, dictada en el 
recurso de casación para la unificación de doctrina núm. 
4810-2002 interpuesto contra la Sentencia de 16 de octu-
bre de 2002 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña. Ha sido parte el Abogado del Estado, 
en la representación que ostenta. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Ramón 
Rodríguez Arribas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de 

guardia el día 21 de junio de 2004 y registrado el siguiente 
día 23 en este Tribunal Constitucional, la Procuradora de 
los Tribunales doña Rosa Sorribes Calle, actuando en 
nombre y representación de doña Carmen Faro Planas, 
doña Concepción Arráez Montaña, doña María-Àngels 
Bassas Mariné, doña Montserrat Fontanet Alastrue, doña 
Dolores Martínez Jauma, doña María-Jesús Paraled 
Basols, doña María-Carmen Pons Ribas, doña Eloísa Ruiz 
González, doña María-Rosa Sastre Cañellas y doña Ana-
María Vigil Mari, presentó recurso de amparo constitucio-
nal contra la resolución citada en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda, 
relevantes para la resolución del recurso, son, en síntesis, 
los siguientes:

a) Las demandantes de amparo venían prestando 
servicios para el Ministerio de Educación y Cultura como 
profesoras de religión católica en centros de enseñanza 
primaria de la provincia de Barcelona, en virtud de desig-
nación por años escolares del Departamento de Ense-
ñanza de la Generalitat de Catalunya, a propuesta del 
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Arzobispado de Barcelona, en todos los casos con anti-
güedad anterior al año 1998.

b) Las demandantes formularon en fecha 16 de 
diciembre de 1999 reclamación de cantidad por diferen-
cias salariales frente al citado Ministerio de Educación y 
Cultura, en aplicación de lo dispuesto en la Orden de 9 de 
septiembre de 1993, por la que se acordaba la publicación 
del texto del convenio sobre el régimen económico de las 
personas encargadas de la enseñanza de la religión cató-
lica en los centros públicos de educación primaria, cele-
brado el día 20 de mayo de 1993. En dicho convenio se 
recogía, entre otras cosas, el derecho de los profesores de 
religión a su equiparación retributiva con los profesores 
interinos del mismo nivel de cualquier otra materia, esta-
bleciendo un calendario de equiparación progresiva a lo 
largo de los cinco ejercicios presupuestarios siguientes 
(1994-1998).

c) Por Sentencia de 22 de octubre de 2001 el Juzgado 
de lo Social núm. 27 de Barcelona estimó la demanda de 
las actoras, reconociéndoles las diferencias salariales 
reclamadas por el período comprendido entre el 1 de 
octubre de 1998 y el 31 de agosto de 2001.

d) Presentado contra la anterior Sentencia recurso 
de suplicación por el Abogado del Estado, la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, por 
Sentencia de 16 de octubre de 2002, estimó el recurso 
presentado y revocó la Sentencia de instancia por aplica-
ción de lo dispuesto en la Orden de 9 de abril de 1999. 
Dicha Orden dispuso la publicación de un nuevo convenio 
sobre régimen económico laboral de las personas que, no 
perteneciendo a los cuerpos de funcionarios docentes, 
están encargadas de la enseñanza de la religión católica 
en los centros públicos de educación infantil, educación 
primaria y educación secundaria, en cuya cláusula tercera 
se establecía lo siguiente: «En el caso de los profesores de 
religión católica de Educación Infantil y de Educación Pri-
maria, pendientes aún de que se les aplique la equipara-
ción económica a la retribución por hora de clase impar-
tida por los profesores interinos del nivel correspondiente, 
se procederá a dicha equiparación retributiva, de confor-
midad con lo dispuesto en el acuerdo entre el Estado 
Español y la Santa Sede sobre Enseñanza y Asuntos Cul-
turales, de 3 de enero de 1979; la disposición adicional 
segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo, modificada 
por el artículo 93 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social; y 
en todo caso, con respeto a las sentencias firmes recaídas 
sobre esta cuestión».

En aplicación del señalado precepto, del que derivaba 
la aplicación de un nuevo plazo de equiparación de cuatro 
años para los profesores que no hubieran sido aún equipa-
rados de conformidad con la Orden de 1993, la Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña consideró que 
el nuevo convenio derogaba el anterior de 20 de mayo de 
1993, bajo cuya vigencia se vino reconociendo la equipara-
ción, entre otras por diversas Sentencias dictadas por la 
propia Sala. Señalando a continuación lo siguiente:

«Las recurridas alegan también que, al haber prestado 
servicios con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo 
convenio, su derecho a la equiparación ya lo tenían reco-
nocido por aplicación de aquél, pero esta argumentación 
no puede ser aceptada pues, pese al mandato del conve-
nio de 1993, lo cierto es que no consta que a las deman-
dantes se les hubiese otorgado la equiparación en el 
plano económico a los profesores interinos, siéndoles de 
aplicación la cláusula sexta del nuevo convenio de 1999, 
referido a los profesores “pendientes aún de que se les 
aplique la equiparación retributiva”, procediéndose a 
dicha equiparación en cuatro ejercicio presupuestarios a 
partir de 1999. Tal expresión no parece que se refiere úni-
camente a los profesores de religión de nuevo ingreso, 

sino también a los de Educación Infantil y Primaria a quie-
nes no se les hubiera reconocido la equiparación, como 
sería el caso de las demandantes, ni puede aceptarse que 
éstas ostentaran un derecho adquirido, pues en ningún 
momento consta que a las mismas se les hubiera recono-
cido tal derecho.

Es cierto también que la cláusula sexta del convenio de 
1999 subordina la aplicación de sus disposiciones al res-
peto a las sentencias firmes dictadas sobre esta cuestión, 
pero, como ya se ha dicho, no consta que, con anterioridad 
a la presente acción, las demandantes hubiesen promo-
vido otra dirigida a la equiparación retributiva, por aplica-
ción de la normativa anterior, no teniendo, por tanto, el 
derecho reconocido a que la remuneración que deberían 
haber percibido debía ser superior a la que percibieron.»

e) Las demandantes de amparo presentaron recurso 
de casación para la unificación de doctrina, invocando 
como Sentencia de contraste la dictada por la propia Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
el 8 de octubre de 2002 y la infracción de la Ley 50/1998, 
en cuanto al modo en que debía ser aplicado el convenio 
suscrito en 1999 entre el Gobierno y la Conferencia Epis-
copal, y de la doctrina de la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo que lo había interpretado, entre otras en la Sen-
tencia de 11 de abril de 2003.

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, tras admitir 
a trámite el recurso, por estimar la existencia de contra-
dicción entre la Sentencia recurrida y la de contraste, 
desestima sin embargo el recurso de casación señalando 
lo siguiente:

«El recurso alega y fundamenta adecuadamente, la 
infracción del artículo 93 de la Ley 50/1998, en cuanto al 
modo en que debe ser aplicado el convenio suscrito por el 
Ministerio de Educación y Cultura y Deportes y la Confe-
rencia Episcopal publicado por Orden Ministerial de 9 de 
abril de 1999, debiendo estimar como doctrina correcta la 
seguida de contraste, en la que se observa criterio idén-
tico al que sostiene, entre otras la de esta Sala de 11 de 
abril de 2003, (RCUD 008/1645/2002) al afirmar que: “Si 
bien es cierto que, de conformidad con el Acuerdo entre el 
Estado Español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos 
de 3 de enero de 1979, la situación de los profesores que 
imparten clases de Religión en los Centros Públicos de 
Enseñanza del Estado, habrá de ajustarse a lo establecido 
en los Convenios suscritos por ambas partes contratantes 
y, más particularmente en lo que hace al caso que se 
enjuicia, por lo previsto en el Convenio de 20 de mayo 
de 1993 y en el ulterior, suscrito el 26 de febrero de 1999, 
siendo asimismo cierto que conforme al art. 93 de la Ley 
50/98 de Medidas Fiscales, la aplicación de las previsiones 
de este último convenio habrían de llevarse a cabo en el 
plazo de cinco años, sin embargo, no lo es menos que, 
pese a reclamarse en los autos de los que dimana el pre-
sente recurso unas diferencias retributivas correspon-
dientes a los años 1998 a 2001, lo que no puede descono-
cerse es que las trabajadoras reclamantes, vienen 
prestando servicios al Ministerio de Educación y Cultura 
desde el año 1993, por lo que, ya a la fecha de suscripción 
del segundo Convenio entre los Ministerios de Justicia y 
Educación de España y la Conferencia Episcopal espa-
ñola, dichas trabajadoras tenían que tener equiparadas 
sus retribuciones a las propias de cualquier otro profesor 
interino que imparta una materia distinta a la Religión o 
Moral Católica en los Centros Públicos dependientes del 
Estado Español.

Si conforme al art. VII del Acuerdo de 3 de enero de 1979 
“la situación económica de los Profesores de Religión 
Católica, en los distintos niveles educativos que no perte-
nezcan a los Cuerpos docentes del Estado, se concertará 
entre la administración Central y la Conferencia Episcopal 
Española, con objeto de que sea de aplicación a partir de 
la entrada en vigor del presente Acuerdo” y el Convenio 
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de 20 de mayo de 1993 (BOE de 13-9-1993) entre los Minis-
terios, ya mencionados, y la Conferencia Episcopal de 
España, en su cláusula quinta, establece “la equiparación 
económica a la retribución por hora de clase impartida 
por los Profesores interinos del nivel correspondiente 
deberá alcanzarse en cinco ejercicios presupuestarios. 
Los incrementos precisos para ello se realizarán a partir 
de 1994, fijándose las cantidades correspondientes en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado en las siguientes 
proporciones: año 1994: 20 por 100, año 1995: 25 por 100, 
año 1996: 25 por 100, año 1997: 20 por 100, año 1998: 10 
por 100”, no cabe la menor duda que si ya se reconoció en 
años anteriores a los que corresponden la reclamación de 
autos, la equiparación retributiva a la trabajadora recla-
mante, ésta consolidó ya su derecho a las retribuciones 
propias de los profesores interinos de otras materias, 
por lo que no le puede ser de aplicación ni el art. 93 de la 
Ley 50/1998 ni el ulterior Convenio suscrito en 26-2-1999 
(BOE de 20-4-1999) que se denuncian infringidos por la 
Abogacía del Estado recurrente”.

No es éste el caso de los interesados que reclaman 
pues no vieron consolidado derecho alguno al amparo del 
Convenio Colectivo de 1993 por Resolución administra-
tiva o judicial y como señala la sentencia de 10 de diciem-
bre de 2002 (RCUD 008/1492/2002): “La nueva regla reco-
gida en la disposición adicional 2.ª de la LOGSE sólo 
puede interpretarse, por tanto, como una regla destinada 
a los profesores de religión no afectados por el convenio 
de 1993, a los contratados a partir de la entrada en vigor 
de la Ley 50/1998 o a los períodos de prestación de servi-
cio posteriores a 1 de enero de 1998, pero no es aplicable 
a los períodos de asimilación ya completados por quie-
nes, como los actores, han prestado servicios en los 
años 1994 a 1998”. En consecuencia, para el supuesto, 
como el que nos ocupa, en el que no consta la prestación 
de dichos servicios anteriores ni que éstos se vieran 
amparados en la asimilación por el reconocimiento 
expreso al que se hizo alusión, no cabe apreciar en los 
recurrentes las condiciones que les hagan acreedores a la 
equiparación de sus retribuciones sin estar sujeta a la fór-
mula escalonada que impugnan, por lo que su pretensión 
casacional no podrá prosperar».

f) Las demandantes solicitaron la aclaración de la 
Sentencia en relación con la expresión utilizada por la 
misma de que «no consta la prestación de dichos servi-
cios anteriores», por inexactitud a partir de los hechos 
declarados probados e irrelevancia. La Sala accedió a 
la aclaración solicitada, mediante Auto de 25 de febrero 
de 2004 en el que señaló lo siguiente:

«Es acertado el planteamiento de la petición de aclara-
ción que formula la parte actora pues no sólo los términos 
“no consta la prestación de dichos servicios anteriores” 
son inexactos e irrelevantes sino que entran en contradic-
ción con el resto de la argumentación, asentada en que 
los servicios anteriores “no se vieron amparados en la 
asimilación por el reconocimiento expreso”».

3. La demanda de amparo denuncia la vulneración 
por la Sentencia recurrida del art. 9.3 CE, por vulneración 
del principio de irretroactividad de las disposiciones no 
favorables, vulneración de la seguridad jurídica e interdic-
ción de la arbitrariedad de los poderes públicos, así como 
del art. 14 CE, derecho a la igualdad ante la Ley, solici-
tando que se declare la nulidad de la resolución recurrida, 
así como de la dictada por la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña de la que aquélla trae 
causa.

Aduce, en primer lugar, la demandante que la eficacia 
de la Orden de 9 de septiembre de 1993 ha sido avalada 
por numerosas Sentencias del Tribunal Supremo, precisa-
mente por cuanto el Ministerio de Educación, Cultura y 
Deportes alegaba que dicha orden carecía de eficacia nor-

mativa. Así lo declaró la STS de 10 de diciembre de 2002 
donde, en unificación de doctrina, se afirmaba que el con-
venio tenía eficacia directa y un carácter incondicionado, 
pues la equiparación no se subordina a ninguna otra 
intervención de la Administración, y aun cuando la misma 
no haya tenido efectividad por falta de las oportunas con-
signaciones presupuestarias ello no impide su aplicabili-
dad. En la STS de 29 de enero de 2003, que analizaba un 
asunto idéntico, se señaló que a las afectadas en ese 
caso, al ser ya profesoras de religión con anterioridad a 
la entrada en vigor de lo dispuesto en el art. 93 de la 
Ley 50/1998 y a la firma del convenio de 1999, no les era 
de aplicación la dilación en el tiempo de la equiparación 
salarial, pues ya habían alcanzado tal derecho el 1 de 
enero de 1998, en virtud de lo previsto en la Orden de 1993, 
y por lo tanto el nuevo calendario de equiparación no 
puede aplicarse retroactivamente por infringir el art. 9.3 CE 
y el art. 2.3 del Código civil. Este mismo criterio se recogió 
en la STS de 7 de febrero de 2003. Por su parte en la STS 
de 11 de abril de 2003, se señala para un asunto idéntico 
que no puede desconocerse que la trabajadora recla-
mante venía prestando servicios desde el año 1993, por lo 
que ya en la fecha de suscripción del segundo convenio 
dicha trabajadora había de ser equiparadas sus condiciones 
retributivas.

De todo este cuerpo jurisprudencial –continúa la parte 
demandante en amparo– se desprende que la nueva equi-
paración progresiva salarial originada por la Ley 50/1998 
no es de aplicación a aquellos trabajadores que con ante-
rioridad venían prestando servicios como profesores de 
religión, criterio que se quiebra por la Sentencia ahora 
recurrida. En particular, en las SSTS de 7 de febrero de 2003 
y 11 de abril de 2003, se reconoció el derecho a que no se 
aplique el convenio de 1999 a pesar de la inexistencia de 
resoluciones judiciales anteriores reconocedoras de la 
obligación de aplicar el convenio de 1993. Sin embargo la 
Sentencia recurrida exige dicho requisito, desconociendo 
con ello el art. 9.3 CE, que garantiza el principio de irretro-
actividad de las disposiciones sancionadoras restrictivas 
de derechos individuales, la seguridad jurídica y la inter-
dicción de la arbitrariedad.

Olvida así el Tribunal Supremo –según la parte aquí 
recurrente– que los derechos económicos de los años 
precedentes a 1999 habían sido ya reconocidos por la 
Administración en el convenio de 1993, hecho público 
mediante la Orden Ministerial de 9 de septiembre de 1993; 
olvida igualmente que su propia doctrina ha dado plena 
validez y eficacia a dicho convenio; y olvida en fin que él 
mismo ha declarado que la interpretación que ahora hace 
vulnera el art. 9.3 CE y el 2.3 CC.

Los trabajadores tenían en virtud del convenio de 1993 
consolidado el derecho al percibo de la retribución íntegra 
con el transcurso del plazo de equiparación de cinco años, 
por lo que se trataba de un derecho consolidado, asu-
mido, integrado en el patrimonio de los trabajadores y no 
una situación de futuro, condicionada o de mera expecta-
tiva, estando así asegurado por la prohibición de irretro-
actividad que ha reconocido el Tribunal Constitucional en 
Sentencias como la 129/1987 o la 42/1986.

La Administración se comprometió en 1993 a equipa-
rar las retribuciones de los profesores de religión en un 
plazo de cinco años. Sin embargo en ningún caso proce-
dió a tal equiparación, volviendo a dictar una nueva 
norma en 1999, olvidándose de su compromiso de 1993, y 
fijando un nuevo plazo de cuatro años, pero otorgando, 
eso sí, el derecho a quienes ya lo tuvieran reconocido por 
Sentencia judicial, lo cual no haría falta, pues no podía ser 
de otra forma, en virtud de la cosa juzgada. El que la 
Administración no cumpla sus compromisos y se refugie 
posteriormente en su poder dispositivo para volver a 
regular la cuestión a favor de sus propios incumplimien-
tos no puede entenderse de otra manera que como vulne-
ración de la seguridad jurídica.
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La resolución recurrida –concluye la demandante– ha 
de ser anulada para salvaguardar la certeza del Derecho y 
la seguridad jurídica, puesto que, estando en vigor el con-
venio de 1993, una norma posterior no puede desvir-
tuarlo, máxime cuando los afectados tenían la confianza 
legítima en que la Administración cumpliría sus compro-
misos y que, en cualquier caso, no se verían impedidos de 
reclamar sus derechos. Con la doctrina del Tribunal 
Supremo que se impugna se castiga a aquellos que con-
sideraron que la Administración cumpliría sus obligacio-
nes sin tener que acudir al auxilio judicial. Y ahora se 
encuentran con que la Administración, no sólo les niega el 
derecho a la equiparación salarial por el período 1993-1998, 
sino que les impide también la reclamación por el período 
1999 a 2002.

Se ha conculcado también en la Sentencia objeto de 
impugnación el art. 33.3 CE, en el que se ordena que 
nadie podrá ser privado de sus derechos sino por causa 
justificada de utilidad pública o interés social. En nuestro 
caso las demandantes se han visto privadas de un dere-
cho sin causa justificada, teniendo así el convenio de 1999, 
en los términos que acepta el Tribunal Supremo en la Sen-
tencia recurrida, un efecto confiscatorio.

Finalmente la Sentencia vulnera el art. 9.3 CE en un 
doble aspecto. Por los derechos adquiridos de las deman-
dantes y por la arbitrariedad de la Administración. Res-
pecto de los derechos adquiridos, todas las actoras eran 
profesoras de religión con anterioridad a 1998 y, por lo 
tanto, tenían unos derechos reconocidos y no unas meras 
expectativas. El otro aspecto, el de la arbitrariedad, se 
aprecia en el hecho de que la Administración, una vez 
consolidada la equiparación salarial, establece un nuevo 
plazo de equiparación de cuatro años más. Dicha actua-
ción por parte de la Administración, que es en el presente 
caso la empleadora, comporta un abuso de poder y una 
arbitrariedad que sería inadmisible y reprobable en cual-
quier otro ámbito empresarial.

Junto a ello la resolución recurrida vulnera también el 
derecho fundamental a la igualdad ante la ley del art. 14 CE. 
Estiman las demandantes que tal vulneración se ha pro-
ducido al considerar aplicable una norma jurídica, la 
Orden Ministerial de 9 de abril de 1999, que discrimina a 
aquellos profesores de religión que no presentaron recla-
maciones judiciales contra el Ministerio de Educación, 
Cultura y Deportes por conculcación de lo establecido en 
el convenio de 1993.

Como se ha indicado con anterioridad, a los profeso-
res de religión se les reconoció en el año 1993 su equipa-
ración salarial respecto de los profesores interinos, insti-
tuyéndose un periodo de equiparación de 5 años que 
finalizaba en 1998. La Administración no cumplió con 
dicha obligación motu propio en ningún caso, lo que 
motivó, respecto de los profesores que acudieron al auxi-
lio judicial, multitud de resoluciones judiciales, todas ellas 
reconocedoras de la equiparación. Sin embargo los profe-
sores que no acudieron en su momento a la vía judicial y 
que posteriormente han reclamado la igualdad salarial 
respecto de los que sí reclamaron se han encontrado con 
el cambio normativo introducido por la Orden de 1999, 
como consecuencia del nuevo convenio firmado, lo que 
les obliga a pasar por otro período de cuatro años de 
equiparación. Este diferente trato normativo atenta, a jui-
cio de las demandantes, al principio de igualdad, y es 
anticonstitucional por discriminatorio, al no existir una 
justificación suficiente para el trato desigual.

Atenta al principio constitucional de igualdad que, 
ante la igualdad de trabajo que desarrollan los profesores 
de religión, se mantenga a partir de 1999 una desigualdad 
de salario entre los que reclamaron judicialmente los atra-
sos y los que esperaron al cumplimiento por parte del 
Ministerio. Se ha producido así una diferencia de trato 
entre personas que se hallan en una situación homogé-
nea, pues el haber recurrido judicialmente no es un hecho 

que desvirtúe la homogeneidad de las situaciones, dado 
que lo discutido es el valor económico de un mismo tra-
bajo prestado. La única pérdida que el Ordenamiento 
jurídico podría imponer a quienes no efectuaron reclama-
ciones judiciales en base al convenio de 1993 sería la 
prescripción de las cantidades no reclamadas en el plazo 
de un año (art. 59 LET), pero en ningún caso la pérdida del 
derecho en sí a obtener la total equiparación en el plazo 
de cinco años contemplado. La Administración, ante su 
propio incumplimiento de aquello a lo que le obligaba el 
convenio de 1993, no puede exigir en 1999 el haber acu-
dido a la vía judicial la totalidad de un colectivo de traba-
jadores para reconocerles el derecho que anteriormente 
ya tenían reconocido.

4. Por providencia de 21 de julio de 2005 la Sección 
Cuarta de este Tribunal acordó, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder a la parte deman-
dante de amparo y al Ministerio Fiscal plazo común de 
diez días para que formularan, con las aportaciones docu-
mentales que procediesen, las alegaciones que estimaran 
pertinentes en relación con la carencia manifiesta de con-
tenido constitucional de la demanda –art. 50.1 c) LOTC.

5. Mediante escrito registrado el día 5 de septiembre 
de 2005 el Fiscal ante el Tribunal Constitucional presentó 
sus alegaciones, interesando la admisión a trámite de la 
demanda de amparo.

Señala el Fiscal en su escrito que, si bien la queja rela-
tiva a la vulneración del art. 9.3 CE carece manifiesta-
mente de contenido constitucional, tanto por referirse a 
cuestiones de legalidad como por invocarse un precepto 
no incluido en el ámbito de protección del recurso de 
amparo (art. 41.1 LOTC), no ocurre lo mismo con la queja 
referida a la vulneración del derecho a la igualdad del 
art. 14 CE, que estima no carente de contenido.

A su juicio la lesión del derecho a la igualdad se habría 
producido realmente por razón de la obtención en el 
asunto considerado de un resultado notablemente despro-
porcionado entre las dos situaciones jurídicas comparadas, 
que a su vez tiene su causa en una distinción artificiosa 
establecida entre aquellas. Dicha artificiosidad se mani-
fiesta en una justificación del órgano casacional que carece 
de la más elemental solidez, puesto que se ampara en la 
falta de exigencia con anterioridad al año 1999 del cumpli-
miento del contenido de la Orden de 9 de septiembre de 
1993 por parte de las actoras, a diferencia de lo actuado por 
otros profesores de religión que, hallándose en idéntica 
situación, habrían instado la aplicación de lo acordado en 
el convenio sancionado en la referida norma.

No puede olvidarse que, una vez que no se ha negado 
en modo alguno el inicio de las relaciones laborales de las 
actoras con anterioridad al mes de diciembre de 1998, esta-
bleciéndose así implícitamente su inclusión en el ámbito 
del convenio de 1993, no resulta admisible que se exija a 
aquéllas una actividad que exhortara a la Administración al 
cumplimiento de la Ley, cuando el carácter fundamental de 
ésta es, como es obvio, la imperatividad. De esta forma la 
decisión de distinguir entre la situación de aquellos profe-
sores que actuaron judicialmente contra la Administración 
y los que no lo hicieron resulta artificiosa y, por ende, vul-
neradora del derecho a la igualdad, según el Fiscal.

6. La parte demandante de amparo presentó sus ale-
gaciones mediante escrito registrado el día 12 de sep-
tiembre de 2005, interesando la admisión a trámite de la 
demanda de amparo.

Reconociendo que el art. 9.3 CE no se encuentra 
amparado por el presente proceso, estima no obstante 
que la demanda posee contenido constitucional, al 
haberse vulnerado por el Tribunal Supremo el principio de 
igualdad ante la Ley. La doctrina reflejada en la Sentencia 
recurrida viene a establecer que, en virtud de lo dispuesto 
en el art. 93 de la Ley 50/1998, los profesores de religión 
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católica que trabajaron en centros públicos y que recla-
maron las diferencias salariales antes de la entrada en 
vigor de la Ley tienen consolidado su derecho, mientras 
que los que no reclamaron no. De esta forma los profeso-
res tienen a partir de 1999 unos salarios distintos depen-
diendo de si reclamaron o no, judicial o administrativa-
mente, unos atrasos salariales, y ello a pesar de tener el 
mismo trabajo, la misma antigüedad, el mismo puesto de 
trabajo, los mismos conocimientos o méritos. No tienen 
derecho al mismo salario, luego no hay igualdad.

Además ha de hacerse notar que la Ley 50/1998 es una 
Ley de acompañamiento de los presupuestos generales 
del Estado que modifica la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, de ordenación general del sistema educativo, 
siendo así que, como ha reconocido la Sentencia del Tri-
bunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo) 
de 27 de enero de 2003, las leyes de acompañamiento no 
deben modificar las leyes orgánicas.

7. Por providencia de 18 de octubre de 2005, la Sala 
Segunda acordó, de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 11.2 LOTC, conocer del presente recurso de amparo y 
admitir a trámite la demanda presentada. En dicha provi-
dencia se acordó igualmente, en aplicación de lo dispuesto 
en el art. 51 LOTC, dirigir atentas comunicaciones a la Sala 
de lo Social del Tribunal Supremo y a la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña a fin de que, 
en plazo que no excediese de diez días, remitieran certifi-
cación o fotocopia adverada de las actuaciones correspon-
dientes al recurso núm. 4810-2002 y al recurso de suplica-
ción núm. 441-2002, respectivamente, así como dirigir 
atenta comunicación al Juzgado de lo Social núm. 27 de 
Barcelona a fin de que, en plazo que no excediese de diez 
días, remitiera certificación o fotocopia adverada de las 
actuaciones correspondientes a los autos 1271-1999, 
debiendo previamente emplazarse, para que el plazo de 
diez días pudieran comparecer, si lo desearan, en el 
recurso de amparo, a quienes hubieran sido parte en el 
procedimiento, excepto a la parte recurrente en amparo.

8. Mediante escrito registrado el día 15 de noviem-
bre de 2005 el Abogado del Estado, en la representación 
que ostenta, solicitó que se le tuviera por personado en 
los autos.

9. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de la 
Sala Segunda de 7 de diciembre de 2005 se tuvo por per-
sonado y parte en el procedimiento al Abogado del Estado 
en la representación que ostenta, acordándose entender 
con él las sucesivas actuaciones, así como dar vista de las 
actuaciones recibidas a las partes personadas y al Minis-
terio Fiscal por plazo común de veinte días, dentro de los 
cuales podrían presentar las alegaciones que estimaran 
pertinentes, conforme determina el art. 52.1 LOTC.

10. El Abogado del Estado, en la representación que 
ostenta, presentó sus alegaciones mediante escrito regis-
trado el día 28 de diciembre de 2005, solicitando que se 
dictara sentencia declarando inadmisible el amparo o, 
subsidiariamente, denegándolo.

Tras recordar los antecedentes legales y jurispruden-
ciales que considera imprescindibles para abordar el aná-
lisis de la cuestión planteada, se refiere, en primer lugar, 
el Abogado del Estado al primero de los motivos de 
amparo planteado en la demanda, que considera inadmi-
sible, dado que los arts. 9.3, 33.3 y 103.1 CE en cuya pre-
tendida vulneración se funda no proclaman derechos 
fundamentales amparables.

Ello no obstante estima que el primer motivo de la 
demanda parece alegar que la Sentencia recurrida se 
aparta de la precedente doctrina de la propia Sala, citando 
a ese respecto las SSTS de 12 de abril de 2002, 8 de julio 
de 2002, 29 de enero de 2003, 7 de febrero de 2003, 11 de 
abril de 2003 y 5 de mayo de 2003. Sin embargo, la 
demanda no razona una violación del art. 14 CE por des-

igual aplicación de la Ley o una vulneración del art. 24.1 CE 
por motivación irrazonable, no correspondiendo cierta-
mente al Tribunal reconstruir de oficio las demandas de 
amparo.

En todo caso las Sentencias aducidas no proporcio-
nan base alguna al recurrente. La Sentencia recurrida 
desestima la reclamación formulada por las ahora deman-
dantes de amparo en razón de que la equiparación sala-
rial no les había sido reconocida por acto administrativo o 
por sentencia con anterioridad a la entrada en vigor de la 
nueva redacción de la adicional segunda de la Ley Orgá-
nica 1/1990 y del convenio de 1999. Aun sin citarla expre-
samente, la Sentencia se inscribe en la línea doctrinal 
claramente fijada por la STS de 9 de abril de 2003, esto es, 
por el mantenimiento excepcional de la asimilación retri-
butiva siempre que ésta hubiera sido reconocida por sen-
tencia firme o por acto administrativo antes de 1999. Las 
dos SSTS que expresamente cita –las de 10 de diciembre 
de 2002 y 11 de abril de 2003– son valoradas como ante-
cedentes doctrinales en el Auto de aclaración de la STS 
de 9 de abril de 2003. La STS de 11 de abril de 2003, a la 
que tan extensamente cita la aquí recurrida a la hora de 
fijar la doctrina correcta, decide un caso en el que a la 
trabajadora le fue reconocida con anterioridad la mencio-
nada equiparación, en este caso por acto administrativo 
de la Junta de Andalucía. Afirma con razón la Sentencia 
recurrida que la Sentencia de contraste finalmente ele-
gida (STSJ de Cataluña de 8 de octubre de 2002) man-
tiene criterio idéntico a la STS de 11 de abril de 2003, pues 
en efecto en aquélla se destaca que los trabajadores 
tenían reconocida la equiparación por una anterior Sen-
tencia del Juzgado de lo Social.

Por otra parte –continúa alegando el Abogado del 
Estado– puede dudarse de que exista contradicción doc-
trinal entre la Sentencia impugnada y las citadas en tal 
sentido en el escrito de demanda. La STS de 12 de abril 
de 2002 se centra en una cuestión distinta de la que se 
plantea en el presente caso, siendo así que en aquél tanto 
la Sentencia de suplicación recurrida como la de contraste 
estaban de acuerdo en la procedencia de la equiparación 
retributiva. La STS de 8 de julio de 2002 no plantea directa-
mente el problema aquí debatido, aunque ciertamente reco-
noce el derecho a la equiparación para el curso 1998-1999. 
En la STS de 29 de enero de 2003 se resolvía un caso en 
el que los actores habían obtenido anteriormente la equi-
paración por sentencia firme, de manera que se estaba en 
el supuesto de la cláusula sexta del convenio de 1999. La 
STS de 7 de febrero de 2003 está en el mismo caso que la 
STS de 29 de enero de 2003. La STS de 11 de abril de 2003 
ya se ha tratado anteriormente. Y, finalmente, la STS de 5 
de mayo de 2003 es contraria a la tesis de la parte actora.

Los restantes argumentos del primer motivo de 
amparo carecen de pertinencia, puesto que no razonan la 
violación de ningún derecho fundamental amparable, 
pero, con independencia de ello, tampoco serían de aco-
ger en ningún caso. La nueva adicional segunda de la Ley 
Orgánica 1/1990 no puede ser considerada una disposi-
ción retroactiva que restringe derechos individuales, de 
conformidad con la STC 42/1986. Tampoco cabe hablar de 
derechos adquiridos en el caso de contratos temporales, 
como establece la doctrina de la STS de 9 de abril de 2003. 
Y no hay arbitrariedad alguna de la Administración Gene-
ral del Estado, sino formales decisiones del legislador.

Por lo que se refiere al segundo motivo de recurso, en 
el que se denuncia la existencia de una vulneración del 
derecho a la igualdad (art. 14 CE), alega en primer lugar el 
Abogado del Estado que tal motivo de amparo resulta 
inadmisible por aplicación del art. 50.1 a) LOTC, en rela-
ción con el art. 44.1 c) LOTC, toda vez que la violación del 
art. 14 CE sería ya imputable a la Sentencia de suplica-
ción, siendo así que las demandantes no plantearon la 
cuestión en la casación unificadora. Es cierto que en el 
recurso de casación se invocó el art. 14 CE, pero en el 



16 Miércoles 31 octubre 2007 BOE núm. 261 Suplemento

mismo no se suscitó el mismo problema de igualdad que 
plantea ahora la demanda de amparo, en la que se pre-
tende tachar de discriminatorio el criterio de la exigencia 
del previo reconocimiento de la equiparación como rasgo 
para justificar el diferente tratamiento retributivo de unos 
y otros profesores de religión.

Subsidiariamente estima, en fin, el Abogado del Estado 
que no concurre la denunciada vulneración del derecho a 
la igualdad, a tenor de la doctrina establecida por este Tri-
bunal en materia de igualdad retributiva (STC 34/2004, 
de 8 de marzo, FJ 3). En primer lugar, no queda clara-
mente precisada en la demanda la imputación de la 
supuesta lesión a la igualdad y, en concreto, si debe atri-
buirse al legislador que introdujo el nuevo párrafo de la 
adicional segunda de la Ley Orgánica 1/1990, o al conve-
nio de 1999, una de cuyas partes contratantes, la Confe-
rencia Episcopal, no es un poder público vinculado por la 
CE, o a la interpretación que el órgano judicial ha efec-
tuado de la Ley y del convenio. Entendiendo, no obstante, 
que es esta tercera hipótesis la que se recoge en la 
demanda, advierte el Abogado del Estado que no puede 
entenderse que la diferencia retributiva denunciada se 
base en ninguna de las causas expresamente menciona-
das en el art. 14 CE ni en ninguna circunstancia subjetiva, 
personal o social. Por el contrario, la diferencia se basa en 
un dato objetivo, cual es el haber defendido diligente-
mente el derecho a obtener la equiparación y el haberlo 
logrado ante la Administración o los Tribunales de lo 
Social. Dado que la igualdad retributiva sólo es protegible 
en el amparo constitucional cuando el diferente trato sala-
rial se basa en una circunstancia subjetiva subsumible en 
el art. 14 CE, es visto que no hay discriminación vulnera-
dora del derecho fundamental a la igualdad.

Pero, aun yendo más allá de la genuina discrimina-
ción, hay que considerar –termina el Abogado del Estado– 
que el diferente tratamiento retributivo entre unos y otros 
profesores es perfectamente razonable. La diligente 
defensa de su derecho por algunos ha creado a su favor 
una situación jurídica subjetiva que el legislador y los Tri-
bunales consideran inatacable o, al menos, respetable. La 
diferencia de trato resulta, por tanto, perfectamente obje-
tiva y fundada, y, de ella –justificada y proporcional-
mente– deducen los Tribunales un diverso tratamiento 
jurídico, según el cual las situaciones jurídicas individua-
les creadas por sentencia o acto administrativo se respe-
tan en sus propios términos y las demás han de regirse 
por el nuevo régimen estatuido.

11. Mediante escrito registrado el día 10 de enero 
de 2006 la parte demandante de amparo presentó sus ale-
gaciones, ratificándose en el contenido tanto de su escrito 
de demanda como del presentado en el trámite del art. 50.3 
LOTC, y añadiendo que la interpretación de la normativa 
aplicable efectuada por el Tribunal Supremo no se ajusta 
tampoco al art. 103.1 CE, dado que en el presente caso la 
Administración no se sometió a la normativa vigente, no 
sirvió a los intereses generales, sino a los suyos propios, y 
ello en detrimento de un colectivo que, además de ser dis-
criminado en los salarios de cuatro años, verá igualmente 
afectadas sus bases retributivas anteriores a 1999 para el 
caso de jubilaciones e incapacidades.

12. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional cumpli-
mentó el trámite de alegaciones mediante escrito regis-
trado el día 16 de enero de 2006, en el que reiteró los 
argumentos ya expuestos en su anterior escrito de 5 de 
septiembre de 2005 en el trámite del art. 50.3 LOTC e inte-
resó el otorgamiento del amparo.

13. Por Auto de 30 de enero de 2006, la Sala Segunda 
acordó estimar la causa de abstención formulada por el 
Excmo. Sr. don Eugeni Gay Montalvo en este recurso de 
amparo, apartándole definitivamente del mismo.

14. Por providencia de 23 de noviembre de 2006 la 
Sala Segunda acordó, en uso de la facultad que le con-
cede el art. 84 LOTC, comunicar a las partes comparecidas 
y al Ministerio Fiscal la eventual existencia de otro motivo 
distinto de los alegados, con relevancia para acordar lo 
procedente sobre la admisión o inadmisión, en cuanto 
que podría concurrir el de que la Sala sentenciadora se 
hubiera apartado, sin justificarlo, de su doctrina anterior, 
concediéndose el plazo común de diez días para la formu-
lación de alegaciones.

15. El Abogado del Estado presentó sus alegaciones 
mediante escrito registrado el día 12 de diciembre de 2006.

Señala en primer lugar el Abogado del Estado que, al 
haber planteado de oficio la Sala el motivo de amparo 
consistente en que la Sentencia recurrida se apartó sin 
justificación de su doctrina anterior, queda superada la 
causa de inadmisibilidad opuesta por el Abogado del 
Estado al primer motivo de la demanda, que se fundaba 
en la pretendida infracción del art. 9.3 CE.

No obstante, como ya señaló en el propio escrito alega-
torio presentado el 28 de diciembre de 2005, no considera 
el Abogado del Estado que la Sentencia se aparte arbitra-
riamente de la doctrina establecida en las Sentencias ale-
gadas en la demanda. Es cierto que en la doctrina de la 
Sala de lo Social del Tribunal Supremo sobre el problema 
de la equiparación retributiva de los profesores de religión 
católica pueden espigarse Sentencias con tesis difícilmente 
compatibles, pero es también indiscutible que a partir de la 
STS de 9 de abril de 2003 parece haberse estabilizado la 
jurisprudencia. En el referido escrito de alegaciones se cita-
ban en este sentido las SSTS de 5 y 12 de mayo de 2003, 27 
de septiembre de 2004, 5 de noviembre de 2004, 9 de 
diciembre de 2004 y 19 de enero de 2005, a las que cabe 
añadir las de 25 de noviembre de 2004 o 16 de junio de 
2005. Las SSTS de 5 de noviembre de 2004 y 10 de enero 
de 2005 hablan de «interpretación definitiva» en referencia 
a la STS de 9 de abril de 2003. Mientras que las de 25 de 
noviembre de 2004 y 3 de diciembre de 2004 aluden a un 
«problema litigioso ya resuelto» por la STS de 9 de abril de 
2003. Pues bien, en esta línea doctrinal se inscribe la Sen-
tencia ahora impugnada, mediante la invocación de las 
SSTS de 10 de diciembre de 2002 y 11 de abril de 2003.

La consolidación de esta línea jurisprudencial, cuya 
principal referencia es la STS de 9 de abril de 2003, 
impide, sin más, el contraste, cotejo o comparación con 
anteriores Sentencias que sigan otra orientación. Por otro 
lado, en las anteriores alegaciones quedó razonado cómo 
las sentencias aducidas en la demanda de amparo no 
podían servir de adecuados términos de comparación. En 
consecuencia no puede sostenerse que se haya vulne-
rado el derecho a la igualdad de las recurrentes en la apli-
cación judicial del Derecho.

Indica, finalmente, el Abogado del Estado que, en 
asuntos como el que nos ocupa, la concurrencia de nor-
mas de muy diversas características y procedencias difi-
culta grandemente el hallazgo de la solución más correcta 
o mejor fundada, debiendo ser sensible la doctrina cons-
titucional al hecho de que los Tribunales del Poder Judicial 
necesiten un cierto tiempo de tanteos antes de fijar una 
doctrina más o menos estable.

16. Mediante escrito registrado el 14 de diciembre 
de 2006 presentó sus alegaciones la representación pro-
cesal de las demandantes de amparo. Señala ésta que en 
su escrito de recurso ya indicó que existían Sentencias del 
Tribunal Supremo dictadas con anterioridad a la ahora 
recurrida que mantenían el derecho postulado por esa 
parte, y que dicha doctrina jurisprudencial se quebraba 
con el contenido de la Sentencia recurrida. Se menciona-
ban así en el recurso presentado las SSTS de 10 de diciem-
bre de 2002, 29 de enero de 2003, 7 de febrero de 2003 y 11 
de abril de 2003. En todas ellas se reconocía el derecho de 
los trabajadores a que no se les aplicara la segunda equi-



BOE núm. 261 Suplemento Miércoles 31 octubre 2007 17

paración derivada de la Orden Ministerial de 9 de abril 
de 1999 si con anterioridad ya prestaban servicios como 
profesores de religión. Este criterio jurisprudencial se 
quiebra en la Sentencia recurrida, en la que se establece 
que los interesados que reclaman no vieron consolidado 
derecho alguno al amparo del convenio colectivo de 1993 
por resolución administrativa o judicial, lo que infringe 
efectivamente el derecho a la igualdad en la aplicación 
judicial de la ley, concurriendo todos los requisitos esta-
blecidos en la doctrina constitucional para apreciar tal 
vulneración y, en particular, la falta de motivación del 
cambio de criterio, pues la Sentencia se limita a apoyarse 
en una previa Sentencia de 10 de diciembre de 2002, que 
no establecía la necesidad de haber obtenido una senten-
cia judicial o un reconocimiento expreso de la Adminis-
tración sino que, antes al contrario, señalaba que la 
equiparación de 1993 no quedaba subordinada a ninguna 
actuación de la Administración española.

17. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional presentó 
alegaciones mediante escrito registrado el día 15 de 
diciembre de 2006, apreciando igualmente la concurren-
cia de la vulneración del derecho a la igualdad en la apli-
cación de la ley puesta de manifiesto en la providencia de 
la Sala. Señala el Fiscal que lo resuelto por la Sentencia 
recurrida aplica de un modo diferente en la resolución de 
casos iguales la normativa derivada de los Acuerdos 
entre el Estado y la Santa Sede y, en concreto, los conve-
nios de 20 de mayo de 1993 y 26 de febrero de 1999, apar-
tándose injustificadamente de la doctrina jurisprudencial 
anteriormente sentada sin que se motive en modo alguno 
tal cambio de criterio. La doctrina anterior del propio 
órgano judicial se contiene, entre otras, en la STS de 11 de 
abril de 2003, que, a su vez, reitera lo ya establecido en 
SSTS de 12 de abril de 2002, 8 de julio de 2002, 10 de 
diciembre de 2002, y 29 de enero de 2003, en las que se 
establece que, cuando el trabajador reclamante ha venido 
prestando servicios al Ministerio de Educación y Ciencia 
con anterioridad a 1998, se ha de concluir que a la fecha 
de suscripción del segundo convenio aquél tenía que 
tener ya equiparadas sus retribuciones.

18. Por providencia de 20 de septiembre de 2007 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 24 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. Como se desprende de lo recogido en los antece-

dentes, la cuestión debatida en la presente demanda de 
amparo radica en determinar si la resolución dictada, en 
fecha 20 de noviembre de 2003, por la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo en el asunto analizado y la prece-
dente dictada, en fecha 16 de octubre de 2002, por la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
de la que aquélla trae causa han vulnerado los arts. 9.3 
y 14 CE (igualdad ante la Ley), al denegar la reclamación 
salarial efectuada por las demandantes en base al criterio 
de que las mismas no tenían derecho a que se les recono-
ciera la equiparación salarial establecida en el convenio 
de 20 de mayo de 1993, suscrito entre el Gobierno espa-
ñol y la Conferencia Episcopal, tras la suscripción el 26 de 
febrero de 1999 de un segundo convenio entre dichas par-
tes que establecía un nuevo plazo de equiparación de 
cuatro años, al no haberles sido reconocido con anteriori-
dad por resolución administrativa o judicial su derecho a 
la equiparación durante la vigencia del convenio de 1993.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional solicita el otor-
gamiento del amparo por vulneración del art. 14 CE, esti-
mando, por el contrario, inadmisible la demanda en lo 
referente a la queja relativa al art. 9.3.

El Abogado del Estado, por su parte, solicita la inadmi-
sión de la demanda de amparo, por falta de invocación 
del derecho en el caso de la queja relativa al art. 14 CE y 

por no venir referida a un derecho fundamental tutelable 
en amparo la queja relativa al art. 9.3, o subsidiariamente 
su desestimación, por no estimar que se hayan vulnerado 
los derechos fundamentales invocados.

En su providencia de 23 de noviembre de 2006 este 
Tribunal, en uso de la facultad que le concede el art. 84 
LOTC, puso en conocimiento de las partes personadas y 
del Ministerio Fiscal la posible existencia de otro motivo de 
amparo distinto de los alegados, referido a una eventual 
vulneración por la Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
del derecho a la igualdad en la aplicación judicial de la Ley 
(art. 14 CE), vulneración que, en el trámite de alegaciones 
abierto al respecto, han estimado efectivamente concu-
rrente tanto la representación procesal de las demandan-
tes de amparo como el Ministerio Fiscal, considerándola, 
por el contrario, no concurrente el Abogado del Estado.

2. Para poder abordar el estudio de la demanda de 
amparo resulta imprescindible exponer previamente los 
antecedentes del problema legal analizado en las resolu-
ciones de las que trae causa la demanda, referido a la 
determinación de la retribución de los profesores de reli-
gión católica no pertenecientes a los cuerpos docentes 
del Estado en los centros de enseñanza infantil y prima-
ria.

El art. VII del Acuerdo de 3 de enero de 1979 sobre 
enseñanza y asuntos culturales, suscrito entre el Estado 
español y la Santa Sede, ratificado por Instrumento de 4 
de diciembre de 1979, estableció lo siguiente:

«La situación económica de los Profesores de religión 
católica, en los distintos niveles educativos que no perte-
nezcan a los Cuerpos docentes del Estado, se concertará 
entre la Administración Central y la Conferencia Episcopal 
Española, con objeto de que sea de aplicación a partir de 
la entrada en vigor del presente Acuerdo.»

En cumplimiento de dicho Acuerdo el 20 de mayo 
de 1993 se firmó un convenio entre el Gobierno español y 
la Conferencia Episcopal española, publicado mediante 
una Orden Ministerial de 9 de septiembre de 1993, que 
establecía la equiparación de las retribuciones de los pro-
fesores de religión con las de los profesores interinos de 
cualquier otra materia del nivel correspondiente, fijando 
para ello un calendario de acercamiento progresivo de las 
retribuciones en cinco ejercicios presupuestarios. En con-
creto el convenio, en sus cláusulas segunda, tercera y 
quinta, establecía lo siguiente:

«Segunda.–El Estado asume la financiación de la 
enseñanza de la religión católica en los Centros públicos 
de Educación General Básica y de Educación Primaria. 
Las Diócesis prestarán su colaboración en orden a hacer 
efectiva esta financiación por el Estado. A tal fin, la Admi-
nistración Pública transferirá mensualmente a la Confe-
rencia Episcopal las cantidades globales correspondien-
tes al coste íntegro de la actividad prestada por las 
personas propuestas por el Ordinario del lugar y designa-
das por la autoridad académica para la enseñanza de la 
religión católica.

Tercera.–A estos efectos, el importe económico por 
cada hora de religión tendrá el mismo valor que la retribu-
ción real por hora de clase de cualquier materia impartida 
por un Profesor interino del mismo nivel.

Quinta.–La equiparación económica a la retribución 
por hora de clase impartida por los Profesores interinos 
del nivel correspondiente deberá alcanzarse en cinco ejer-
cicios presupuestarios.

Los incrementos precisos para ello se realizarán a par-
tir de 1994, fijándose las cantidades correspondientes en 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado en las 
siguientes proporciones:

Año 1994: 20 por 100.
Año 1995: 25 por 100.



18 Miércoles 31 octubre 2007 BOE núm. 261 Suplemento

Año 1996: 25 por 100.
Año 1997: 20 por 100.
Año 1998: 10 por 100».

Pese a lo establecido en el acuerdo lo cierto es que los 
incrementos salariales previstos no se produjeron. Ante 
este hecho, un número indeterminado de profesores de 
religión plantearon reclamaciones administrativas y judi-
ciales durante los años siguientes, exigiendo las diferen-
cias retributivas derivadas del Acuerdo, reclamaciones que, 
en muchos casos, fueron estimadas por los Tribunales.

En la Ley 50/1998, de medidas fiscales, administrati-
vas y de orden social, se incluyó en su art. 93 una modifi-
cación de la disposición adicional segunda de la Ley Orgá-
nica 1/1990, de ordenación general del sistema educativo, 
en la que se establecía nuevamente el derecho de los pro-
fesores de religión a la equiparación salarial, a alcanzar en 
cuatro ejercicios presupuestarios a partir de 1999. El nuevo 
párrafo así incorporado establecía lo siguiente:

«Los profesores que, no perteneciendo a los Cuerpos 
de funcionarios docentes, impartan enseñanzas de reli-
gión en los centros públicos en los que se desarrollan las 
enseñanzas reguladas en la presente Ley, lo harán en 
régimen de contratación laboral, de duración determi-
nada y coincidente con el curso escolar, a tiempo com-
pleto o parcial. Estos profesores percibirán las retribucio-
nes que correspondan en el respectivo nivel educativo a 
los profesores interinos, debiendo alcanzarse la equipara-
ción retributiva en cuatro ejercicios presupuestarios a 
partir de 1999.»

En el marco de dicho precepto se concluyó entre el 
Gobierno español y la Conferencia Episcopal española un 
nuevo «Convenio sobre el régimen económico-laboral de 
las personas que, no perteneciendo a los Cuerpos de Fun-
cionarios Docentes, están encargadas de la enseñanza de 
la religión católica en los Centros Públicos de Educación 
Infantil, de Educación Primaria y de Educación Secunda-
ria», publicado mediante Orden Ministerial de 9 de abril 
de 1999, en cuya cláusula tercera se reiteraba el derecho 
de los profesores de religión a percibir las retribuciones 
correspondientes a los profesores interinos en el respec-
tivo nivel educativo y en cuya cláusula sexta se establecía 
un nuevo período de equiparación de cuatro años, seña-
lándose concretamente lo siguiente:

«En el caso de los profesores de religión católica de 
Educación Infantil y de Educación Primaria, pendientes 
aún de que se les aplique la equiparación económica a la 
retribución por hora de clase impartida por los profesores 
interinos del nivel correspondiente, se procederá a dicha 
equiparación retributiva, de conformidad con lo dispuesto 
en el acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede 
sobre Enseñanza y Asuntos Culturales, de 3 de enero de 
1979; la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sis-
tema Educativo, modificada por el artículo 93 de la Ley 
50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Admi-
nistrativas y del Orden Social; y en todo caso, con respeto 
a las sentencias firmes recaídas sobre esta cuestión.»

Al plantearse después de la entrada en vigor de la 
Ley 50/1998, pero al amparo del Acuerdo de 1993, nuevas 
reclamaciones salariales de profesores de religión que 
habían prestado servicios con anterioridad a 1999 y, por 
tanto, durante la vigencia del Acuerdo de equiparación 
de 1993, se discute si la nueva previsión de la Ley 50/1998 
afecta también a dichos trabajadores o sólo a los nuevos 
trabajadores que se contraten, teniendo en cuenta, ade-
más, el hecho de que los profesores de religión se vincu-
lan mediante nombramientos y contratos anuales, coinci-
dentes con el curso escolar, o si, por el contrario, estos 
trabajadores pueden reclamar tales diferencias salariales, 
como lo pudieron hacer durante la vigencia del acuerdo 

del 93, por considerar que dicho Acuerdo era plenamente 
eficaz, pese a no haber sido cumplido, y había generado 
un derecho adquirido en los trabajadores afectados por el 
mismo que no podía ser desconocido por la nueva nor-
mativa. Dichas reclamaciones fueron resueltas por Juzga-
dos y Tribunales en términos no uniformes, encontrán-
dose resoluciones favorables a una y otra tesis, así como 
numerosas resoluciones que acogían una tesis interme-
dia, construida al amparo del contenido de la cláusula 
sexta del Acuerdo de 1999 a la que se acaba de hacer refe-
rencia, en virtud de la cual sólo tendrían derecho a las 
retribuciones derivadas del Acuerdo de 1993 aquellos tra-
bajadores que hubieran reclamado y obtenido una Sen-
tencia favorable durante su vigencia o que hubieran obte-
nido por cualquier otra vía el reconocimiento individual 
de su derecho a la diferencia retributiva. Por el contrario, 
aquellos que no habían efectuado reclamación de ningún 
tipo durante la vigencia del Acuerdo de 1993, o no habían 
obtenido, en cualquier caso, el reconocimiento de su 
derecho a la equiparación, no podían ya reclamar las 
correspondientes diferencias salariales a partir de la 
entrada en vigor de la Ley 50/1998, debiendo estarse 
desde dicha fecha al nuevo período de equiparación en 
cuatro ejercicios presupuestarios establecido en la 
misma. Ésta es, básicamente, la tesis acogida en la Sen-
tencia de suplicación dictada en el presente procedi-
miento, que revocó la de instancia que había sido favora-
ble a la demanda de las actoras.

3. Antes de entrar en el análisis de las cuestiones 
planteadas en la demanda de amparo resulta preciso dar 
respuesta a las objeciones procesales de admisibilidad 
planteadas en los escritos de alegaciones.

Por lo que se refiere, en primer lugar, a la queja relativa 
a la vulneración del art. 9.3 CE, a cuya admisión se oponen 
tanto el Ministerio Fiscal como el Abogado del Estado, es 
claro que la invocación de este precepto constitucional no 
puede sustentar una demanda de amparo, como reitera-
damente ha puesto de manifiesto este Tribunal, por no 
contenerse en el mismo ningún derecho fundamental sus-
ceptible de tutela a través del recurso de amparo, de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 53.2 CE (entre muchas 
otras, SSTC 159/1997, de 2 de octubre, FJ 2; 183/1997, de 28 
de octubre, FJ 3; 71/1998, de 30 de marzo, FJ 4; 36/1999, de 
22 de marzo, FJ 2; 84/1994, de 10 de mayo, FJ 4; y 111/2001, 
de 7 de mayo, FJ 7). Y lo mismo cabe señalar de los otros 
dos preceptos constitucionales citados en este primer 
apartado del escrito de demanda: arts. 33.3 y 103.1 CE. En 
consecuencia el primero de los motivos de la demanda 
resulta efectivamente inadmisible [art. 50.1 b) LOTC], sin 
perjuicio de que las consideraciones que en el mismo se 
vierten en relación con el pretendido apartamiento por la 
Sentencia, de fecha 20 de noviembre de 2003, recurrida de 
la doctrina previa de la Sala sentenciadora deberán ser 
analizadas en el marco de la eventual vulneración del art. 
14 CE, en su vertiente de derecho a la igualdad en la apli-
cación judicial de la Ley, puesta de manifiesto, al amparo 
de lo dispuesto en el art. 84 LOTC, en la providencia de 
este Tribunal de 23 de noviembre de 2006.

4. En relación con el segundo de los motivos de 
amparo, referido a la pretendida vulneración del art. 14 CE, 
aduce el Abogado del Estado la falta de invocación previa 
del derecho en la vía judicial, toda vez que tal vulneración, 
de haberse producido, lo habría sido ya desde la previa 
Sentencia de suplicación, siendo así que en el recurso de 
casación para la unificación de doctrina interpuesto con-
tra la misma, si bien se invocó el art. 14 CE, no se hizo en 
el mismo sentido puesto ahora de manifiesto en la 
demanda de amparo.

Para dar respuesta a esta alegación debemos comen-
zar por recordar que este Tribunal, al analizar la finalidad 
a la que responde el requisito insubsanable de la previa 
invocación del derecho en la vía judicial, ha hecho hinca-
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pié en que el mismo representa una garantía de la natu-
raleza subsidiaria del recurso de amparo (por todas, 
STC 278/2000, de 27 de noviembre, FJ 3, y las resolucio-
nes allí citadas), al tiempo que preserva los derechos de 
las otras partes del proceso (STC 198/2001, de 4 de octu-
bre, FJ 2), y requiere que la dimensión constitucional de la 
cuestión sometida a proceso sea puesta de manifiesto en 
la vía judicial ordinaria tan pronto como, una vez cono-
cida, hubiere lugar para ello, a fin de que los órganos 
judiciales puedan pronunciarse sobre ella y reparar cual-
quier vulneración de derechos o libertades fundamentales 
que pudiera existir (SSTC 182/1990, de 15 de noviembre, 
FJ 4; 187/1995, de 18 de diciembre, FJ 2; 57/1996, de 4 de 
abril, FJ 2; 146/1998, de 30 de junio, FJ 3; 62/1999, de 26 de 
abril, FJ 3; 199/2000, de 24 de julio, FJ 2; y 60/2002, de 11 
de marzo, FJ 2). A tal fin, sin embargo, y como hemos 
declarado con reiteración, no es inexcusable la cita con-
creta y numérica del precepto de la Constitución en el que 
se reconozca el derecho o derechos fundamentales 
supuestamente vulnerados o la mención de su nomen 
iuris (SSTC 62/1999, de 26 de abril, FJ 2; 53/2000, de 28 de 
febrero, FJ 2; 111/2000, de 5 de mayo, FJ 6; 199/2000, de 24 
de julio, FJ 2; 201/2000, de 24 de julio, FJ 3; 136/2001, de 18 
de junio, FJ 2; 198/2001, de 4 de octubre, FJ 2; 15/2002, de 
28 de enero, FJ 3; y 136/2002, de 3 de junio, FJ 2).

Por otra parte, como ha señalado de forma reiterada 
este Tribunal, la consideración de este aspecto puede 
apreciarse en este momento procesal, pues los defectos 
insubsanables de que pudiera estar afectado el recurso de 
amparo no resultan sanados porque la demanda haya sido 
inicialmente admitida (SSTC 228/2001, de 26 de noviem-
bre, FJ 2; 18/2002, de 28 de enero, FJ 3; 213/2003, de 1 de 
diciembre, FJ 2; 106/2005, de 9 de mayo, FJ 2, y 17/2006, 
de 30 de enero, FJ 2, y 140/2006, de 8 de mayo, FJ 2, entre 
otras muchas), de forma que la comprobación de los pre-
supuestos procesales para la viabilidad de la acción 
puede siempre abordarse en la Sentencia, de oficio o a 
instancia de parte (por todas, SSTC 84/2004, de 10 de 
mayo, FJ 2; 245/2005, de 10 de octubre, FJ 3; y 235/2006, 
de 17 de julio, FJ 2).

La cuestión resulta relevante en la presente demanda 
de amparo, porque, como señala el Abogado del Estado, 
aun cuando la misma se dirige formalmente contra la Sen-
tencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 20 
de noviembre de 2003 que puso fin al procedimiento, es lo 
cierto que dicha Sentencia no hizo sino confirmar en casa-
ción el pronunciamiento dictado por la Sala de suplica-
ción, que revocó la Sentencia de instancia que había sido 
favorable a las actoras y desestimó su demanda en base al 
criterio de que a las demandantes no les había sido reco-
nocida, durante la vigencia del convenio de 1993, la equi-
paración en el plano económico con los profesores interi-
nos. Lo que la parte demandante de amparo denuncia en 
el segundo de los «fundamentos jurídicos» del recurso es 
la vulneración del art. 14 CE como consecuencia del dife-
rente tratamiento recibido por las demandantes con res-
pecto a aquellos otros profesores de religión que sí recla-
maron y obtuvieron, en vía administrativa o judicial, 
durante la vigencia del convenio de 1993, la equiparación 
retributiva que en dicho convenio se reconocía; por lo 
tanto, de existir efectivamente la denunciada vulneración 
del art. 14 CE, es claro que la misma se habría producido 
como consecuencia de las interpretación de los preceptos 
legales aplicables efectuada por la Sentencia de suplica-
ción y posteriormente confirmada por la de casación, por 
lo que será respecto de aquélla cómo habrá de analizarse 
en qué forma la parte recurrente en amparo ha cumplido 
con su obligación de plantear previamente en la vía judi-
cial, tan pronto como hubiera lugar para ello, la cuestión 
que ahora somete a nuestra jurisdicción de amparo.

Pues bien, dicho análisis conduce a apreciar efectiva-
mente concurrente el óbice procesal puesto de manifiesto 
por el Abogado del Estado, determinante de la inadmisibi-

lidad del segundo de los motivos de amparo por falta de 
invocación del derecho en la vía judicial previa. En efecto, 
la parte demandante aduce como segundo motivo de su 
recurso un problema constitucional que plantea por pri-
mera vez y de manera directa ante este Tribunal, a pesar 
de que tuvo ocasión de hacerlo en la vía judicial previa, al 
interponer el recurso de casación para la unificación de 
doctrina frente a la Sentencia de suplicación que habría 
ocasionado la vulneración que ahora se denuncia.

Es cierto que en el recurso de casación para la unifica-
ción de doctrina las demandantes invocaron la vulnera-
ción por la Sentencia recurrida del art. 14 CE, pero, como 
alega el Abogado del Estado, lo hicieron desde una pers-
pectiva radicalmente distinta a la ahora recogida en la 
demanda de amparo, denunciando la diferencia de trata-
miento salarial de los profesores de religión con respecto 
a los profesores interinos contratados para impartir las 
restantes materias, aludiéndose incluso a la existencia de 
una discriminación por motivos religiosos. Pero nada 
tiene que ver esta denuncia de desigualdad, que se rela-
ciona evidentemente con el fundamento mismo de la 
demanda de equiparación salarial entre unos y otros pro-
fesores, con la que centra el segundo de los motivos de la 
demanda de amparo, referido exclusivamente a la preten-
dida discriminación ocasionada entre los profesores de 
religión en función de que hubieran reclamado y obtenido 
o no, en vía administrativa o judicial, durante la vigencia 
del convenio de 1993, la equiparación salarial pretendida.

Como acabamos de señalar, este Tribunal ha adoptado 
una interpretación marcadamente antiformalista del 
requisito de invocación previa del derecho, en el que lo 
relevante es, no la mención de un nomen iuris o la cita 
concreta y numérica de un determinado precepto de la 
Constitución, sino que la dimensión constitucional de la 
cuestión sometida a proceso haya sido puesta de mani-
fiesto en la vía judicial ordinaria a fin de dar a los órganos 
judiciales la posibilidad de pronunciarse sobre ella y de 
reparar cualquier vulneración de derechos o libertades 
fundamentales que hubiera podido existir. Pero en base a 
tal concepción, igual que la ausencia de mención del art. 
14 CE no sería determinante si de cualquier otro modo se 
hubiera puesto de manifiesto la dimensión constitucional 
del problema, no puede tampoco bastar la expresa invoca-
ción del precepto cuando lo que se suscita con la misma 
es –de una manera clara e indubitada– un problema cons-
titucional distinto del ahora planteado en amparo.

En consecuencia debemos declarar la inadmisibilidad 
de la demanda de amparo en lo relativo a la pretendida 
vulneración por la resolución recurrida del derecho fun-
damental a la igualdad ante la Ley (art. 14 CE), por no 
haberse invocado formalmente en el proceso el derecho 
constitucional vulnerado tan pronto como, una vez cono-
cida la violación, hubo lugar para ello [art. 50.1 a), en rela-
ción con el art. 44.1 c), ambos LOTC].

5. Inadmisible el recurso de amparo en relación con 
las dos vulneraciones denunciadas en el escrito de demanda 
–la del art. 9.3 CE, por no referirse a derechos o libertades 
susceptibles de amparo constitucional, y la del art. 14 CE 
por falta de invocación previa del derecho– resta por anali-
zar la eventual vulneración de este mismo art. 14 CE, ahora 
en su vertiente del derecho a la igualdad en la aplicación 
judicial de la ley, puesta de manifiesto por este Tribunal, al 
amparo de lo dispuesto en el art. 84 LOTC, mediante provi-
dencia de 23 de noviembre de 2006.

Para analizar esta cuestión conviene recordar la juris-
prudencia constitucional aplicable al caso, con el fin de 
precisar si se dan los elementos necesarios para conside-
rar vulnerado el derecho a la igualdad en la aplicación de 
la ley (art. 14 CE).

Conforme a reiterada doctrina constitucional, para 
que pueda apreciarse la vulneración del derecho a la 
igualdad en la aplicación de la ley deben concurrir los 
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siguientes requisitos: en primer lugar, la acreditación de 
un término de comparación, ya que el juicio de igualdad 
sólo puede realizarse sobre la comparación entre la Sen-
tencia impugnada y las precedentes decisiones del mismo 
órgano judicial que, en casos sustancialmente iguales, 
hayan resuelto de forma contradictoria; en segundo lugar, 
la existencia de alteridad en los supuestos contrastados, 
es decir, la «referencia a otro», lo que excluye la compara-
ción consigo mismo; en tercer lugar, la identidad de 
órgano judicial, entendiendo por tal, no sólo la identidad 
de Sala, sino también la de Sección, al considerarse éstas 
como órganos jurisdiccionales con entidad diferenciada 
suficiente para desvirtuar una supuesta desigualdad en la 
aplicación judicial de la ley y, finalmente, la ausencia de 
toda motivación que justifique en términos generalizables 
el cambio de criterio, bien para separarse de una línea 
doctrinal previa y consolidada, bien con quiebra de un 
antecedente inmediato en el tiempo y exactamente igual 
desde la perspectiva jurídica con la que se enjuició (entre 
las últimas, SSTC 5/2006, de 16 de enero, FJ 2; 27/2006, 
de 30 de enero, FFJJ 3 y 5; 54/2006, de 27 de febrero, FJ 4; 
58/2006, de 27 de febrero, FJ 3; 115/2006, de 24 de abril, 
FJ 3; y 246/2006, de 24 de julio, FJ 3).

6. En aplicación de la doctrina expuesta nos corres-
ponde ahora analizar las resoluciones judiciales que se 
comparan en el caso de autos, a efectos de determinar si 
se ha producido la lesión del derecho a la igualdad en la 
aplicación de la ley.

En este sentido debemos comenzar por recordar que 
la resolución recurrida ha denegado en última instancia 
la reclamación salarial de las actoras, desestimando el 
recurso de casación para la unificación de doctrina inter-
puesto contra la Sentencia de suplicación que había revo-
cado la de instancia inicialmente favorable a las mismas, 
con base en la consideración de que las trabajadoras no 
tenían derecho a reclamar la equiparación retributiva pre-
vista en el convenio de 1993 una vez que éste había sido 
sustituido por un nuevo convenio que establecía un 
nuevo período de cuatro años para llevar a efecto la equi-
paración, toda vez que, aun cuando las demandantes 
habían prestado servicios como profesoras de religión 
durante la vigencia del convenio de 1993, tales servicios 
anteriores «no se vieron amparados en la asimilación por 
el reconocimiento expreso». En definitiva, la Sentencia 
acoge la tesis de que, a partir de la entrada en vigor de la 
Ley 50/1998, de 30 de diciembre, cuyo art. 93 introdujo 
un nuevo párrafo segundo en la disposición adicional 
segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, y del 
posterior convenio entre el Estado y la Conferencia Epis-
copal de 26 de febrero de 1999, sólo tienen derecho a 
reclamar las diferencias salariales derivadas de la equipa-
ración retributiva prevista en el anterior convenio de 1993 
aquellos profesores que, durante la vigencia de éste, 
hubieran obtenido el reconocimiento del derecho a la 
equiparación por resolución administrativa o judicial.

La parte demandante de amparo considera, tanto en 
el primero de los motivos de su recurso, fundado en la 
pretendida infracción del art. 9.3 CE, como en su escrito 
de alegaciones a nuestra providencia de 23 de noviembre 
de 2006, que la citada doctrina jurisprudencial constituye 
una quiebra de la mantenida hasta la fecha por la Sala de 
lo Social del Tribunal Supremo, que mantenía el derecho 
postulado por esa parte, y cita a tal respecto las SSTS 
de 12 de abril de 2002, 8 de julio de 2002, 10 de diciembre 
de 2002, 29 de enero de 2003, 11 de abril de 2003 y 5 de 
mayo de 2003. El Ministerio Fiscal considera también que 
la Sentencia, de 20 de noviembre de 2003 recurrida se 
aparta injustificadamente de la doctrina anteriormente 
mantenida por la Sala en las SSTS de 12 de abril de 2002, 
8 de julio de 2002, 10 de diciembre de 2002, 29 de enero 
de 2003 y 11 de abril de 2003, en las que se establece que, 
cuando el trabajador reclamante ha venido prestando 

servicios al Ministerio de Educación y Ciencia con anterio-
ridad a 1998, se ha de concluir que a la fecha de suscrip-
ción del segundo convenio en el año 1999 aquél tenía que 
tener ya equiparadas sus retribuciones a las de los profe-
sores interinos. Por su parte el Abogado del Estado consi-
dera que ninguna de las Sentencias citadas es realmente 
contradictoria con la ahora recurrida, pero, en cualquier 
caso, que la doctrina consolidada de la Sala de lo Social 
no es la contenida en dichas Sentencias sino la estable-
cida en la STS de 9 de abril de 2003, posteriormente 
seguida, sin excepción, por todas las resoluciones poste-
riores de la propia Sala y en la que se inscribe la ahora 
recurrida.

Pues bien, sin necesidad de entrar a analizar de 
manera detallada el contenido de las Sentencias de con-
traste aducidas por la parte demandante de amparo y por 
el Ministerio Fiscal para fundar la queja de desigualdad, 
es preciso constatar, con el Abogado del Estado, que la 
Sentencia recurrida se inscribe en la doctrina inicialmente 
establecida por la STS de 9 de abril de 2003 y seguida, 
posteriormente, en numerosas resoluciones de la propia 
Sala, mediante la que se matiza la de anteriores pronun-
ciamientos sobre esta misma cuestión.

En efecto, la STS de 9 de abril de 2003 de la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo, recoge, en sus fundamentos 
de derecho cuarto, quinto y sexto, lo siguiente:

«Cuarto.–Es evidente que el nuevo sistema de equipa-
ración retributiva que estableció el art. 93 de la Ley 50/1998 
entró en vigor el día 1 de enero de 1999 (art. 2.1 C.Civil) y 
que, por tanto, desde ese momento debe ser aplicado, 
por imperio legal, a todos los profesores de religión con-
tratados a partir de esa fecha, sin que constituya un obs-
táculo para ello, el hecho de que en anteriores cursos 
escolares, aquellos hubieran mantenido similares víncu-
los de carácter temporal para impartir su docencia y per-
cibido una retribución superior a la prevista por el art. 93 
ya citado. Cuando se conciertan en el tiempo sucesivos 
contratos temporales, legalmente válidos, no cabe exigir 
de modo unilateral en el último de ellos, el respeto de los 
derechos que se disfrutaban durante la vigencia de los 
anteriores, puesto que los derechos y obligaciones que 
delimitan el marco de una concreta relación laboral, se 
extinguen definitivamente con ella, salvo excepciones 
que no vienen al caso.

Por consiguiente, solo es posible hablar, en puridad, 
de derechos adquiridos durante la vigencia del vínculo 
contractual en que aquellos se consolidan. Sin perjuicio, 
por supuesto, de que la parte obligada los pueda recono-
cer unilateralmente al formalizar un nuevo contrato y de 
que las partes interesadas puedan también, en ese 
momento, pactar voluntariamente (arts. 3.1 b) y c) ET 
y 1091 C. Civil) el reconocimiento o mantenimiento de los 
derechos que se disfrutaban en relaciones laborales ante-
riores.

Esto último es lo que, cabalmente, ha ocurrido en el 
convenio de 26-2-99, donde la Conferencia Episcopal y el 
Gobierno, al diseñar la aplicación del nuevo sistema de 
equiparación introducido en la D.A. 2.ª de la LO 1/999 por 
el art. 93 de la Ley 50/1998, pactaron, en uso de las atribu-
ciones que les otorgaban el art. VII del Acuerdo de 3 de 
enero de 1979 entre la Santa Sede y el Estado Español y la 
propia disposición adicional segunda, mantener excep-
cionalmente la vigencia de la equiparación retributiva 
prevista en el convenio del 93, a aquellos profesores de 
religión a los que ya se les había reconocido durante sus 
anteriores contratos temporales. Posiblemente, lo deci-
dieron así, en atención a la peculiar situación contractual 
en que estos se encuentran y a las indudables dificultades 
de comprensión que para dichos profesores hubiera 
supuesto ver reducida la retribución que habían venido 
percibiendo antes de la entrada en vigor de la Ley 50/1998, 
por el hecho de formalizar un nuevo contrato temporal.
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Quinto.–La lectura del convenio muestra que las par-
tes signatarias limitaron la excepción, como por otra 
parte parece lógico, a aquellos profesores de religión que 
venían cobrando ya la retribución del convenio del 93 a 
la entrada en vigor de la Ley 50/1998 porque se les había 
reconocido la equiparación económica del convenio 
del 93, bien por la Administración pagadora, bien por 
sentencia firme. Esa estipulación de las partes interesa-
das, debe producir por tanto los efectos que le son pro-
pios (art. 1091 CC) y no es susceptible de ampliación a 
otros supuestos distintos de los que aquellas convinieron.

Cabe pues concluir que, como regla general, los pro-
fesores de religión vinculados por contratos temporales 
formalizados tras la entrada en vigor de la Ley 50/1998, 
solo tienen derecho a cobrar la retribución prevista en la 
D.A. 2.ª de la Ley 1/1990, aunque ésta sea inferior a la que 
hubiera podido resultar del juego de las previsiones de la 
cláusula quinta del convenio de 20 de mayo de 1993 y 
ellos hubieran prestado servicios durante su período de 
aplicación en virtud de anteriores contratos. Y que, excep-
cionalmente, quedan excluidos de dicha regla, únicamente 
los profesores que antes de 1 de enero de 1999 hubieran 
recibido la retribución prevista en el Acuerdo del 93, en 
virtud de un acto de reconocimiento por parte de la Admi-
nistración pagadora o de una sentencia firme. Estos, pese 
a la entrada en vigor de las previsiones de la Ley 50/1998, 
mantienen el derecho a percibir la retribución ya consoli-
dada en anteriores contratos, es decir en la misma cuantía 
que en cada momento cobren los profesores interinos. 
Así lo entiende el propio Abogado del Estado cuando en 
su recurso afirma que “sólo en el caso de que hubiera un 
acto de asimilación previo o una sentencia firme que 
reconociera la equiparación, sería posible sostener que 
dicha asimilación [retributiva] ha tenido lugar conforme al 
convenio anterior de 1993”.

Con esta doctrina unificada, quedan despejadas las 
dudas aplicativas que pudiera plantear la sentencia de 7-2-03. 
De otro lado, cabe señalar que la voluntaria transferencia 
de derechos de un contrato temporal a otro posterior de 
igual clase acordada en el convenio de 1999, implica en 
definitiva el reconocimiento, por voluntad de las partes, 
de lo que podría denominarse, bien que en sentido impro-
pio, como derecho adquirido por el trabajador. Y así es 
como debe entenderse utilizada dicha expresión por la 
sentencia de 29 de enero de 2003 que, por cierto, si reco-
noce a los demandantes el derecho a mantener en su 
nuevo contrato el nivel retributivo de los anteriores, es 
precisamente por que, como señala en su fundamento 
primero, existían ya “dos sentencias firmes previas que 
reconocieron a los actores las diferencias retributivas que 
reclamaban referentes a períodos anteriores”, o lo que es 
igual, porque concurría uno de los dos supuestos excep-
cionales ya aludidos.

Sexto.–De lo razonado se infiere que ninguna de las 
dos sentencias comparadas ha aplicado la buena doc-
trina. Procede por tanto, habiendo oído al Ministerio Fis-
cal y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 226.2 LPL, 
estimar el recurso de casación unificadora interpuesto 
por el Sr. Abogado del Estado en nombre y representa-
ción del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, 
casar y anular la sentencia recurrida, sin costas (art. 233.1 
LPL). Y resolver el recurso de suplicación interpuesto en 
su día por las actoras, con pronunciamientos ajustados a 
la doctrina expuesta.

Como quiera que en el relato de hechos probados de 
la sentencia de instancia, que permaneció inalterado en 
suplicación, no consta que la Administración hubiera apli-
cado a las actoras la equiparación del convenio del 93 en 
períodos anteriores al que ahora reclaman, ni tampoco 
que por sentencia firme se les hubiera reconocido dicha 
equiparación, la conclusión es palmaria. Carecen las acto-
ras del derecho que reclaman a percibir la retribución que 

correspondería a la equiparación total con los profesores 
interinos prevista en el convenio del 93».

En definitiva, la doctrina establecida por la STS de 9 
abril de 2003 concluye que la equiparación salarial pre-
vista en el convenio de 1993 no es aplicable a los períodos 
de contratación posteriores al 1 de enero de 1999, tras la 
entrada en vigor del nuevo plazo de equiparación incluido 
en la Ley Orgánica 1/1990 por la Ley 50/1998, aun cuando 
los afectados hubieran ya prestado servicios como profe-
sores de religión en períodos anteriores durante la vigen-
cia del convenio de 1993, toda vez que al celebrarse en el 
tiempo sucesivos contratos temporales no cabe exigir el 
respeto en el último de ellos de las condiciones que se 
disfrutaban en los anteriores, con la única excepción de 
aquellos trabajadores que hubieran visto efectivamente 
reconocida la equiparación por decisión administrativa o 
resolución judicial, y ello por disposición expresa del con-
venio de 1999. Esta doctrina unificada, que matiza y 
aclara, como en la propia Sentencia se afirma, lo estable-
cido en anteriores Sentencias de la propia Sala, ha sido 
posteriormente seguida en numerosas resoluciones, 
entre las que cabe citar las de 5 de mayo de 2003, 12 de 
mayo de 2003, 12 de junio de 2003, 20 de junio de 2003, 
25 de junio de 2003, 3 de diciembre de 2003, 27 de sep-
tiembre de 2004, 5 de noviembre de 2004, 25 de noviembre 
de 2004, 3 de diciembre de 2004, 9 de diciembre de 2004, 
19 de enero de 2005 y 16 de junio de 2005, en alguna de 
las cuales se alude expresamente a la doctrina estable-
cida en la STS de 9 de abril de 2003 calificándola como 
«doctrina definitiva» que despeja las dudas que pudieran 
haberse planteados con la argumentación contenida en 
las SSTS de 29 de enero de 2003 y 7 de febrero de 2003.

De las Sentencias citadas por la parte demandante de 
amparo y por el Ministerio Fiscal en apoyo de su alega-
ción sólo las de 11 de abril de 2003 y 5 de mayo de 2003 
son posteriores a la de 9 de abril a la que se acaba de 
hacer referencia, y en ningún caso permiten apreciar una 
quiebra en la línea doctrinal establecida por aquélla: la 
de 11 de abril de 2003 porque no constituye propiamente 
una Sentencia contradictoria, dado que, aun cuando no se 
ajusta estrictamente a la argumentación jurídica conte-
nida en la de 9 de abril, resuelve un supuesto diferente y 
lo hace en términos compatibles con la doctrina en ella 
establecida, toda vez que, en el caso de la de 11 de abril, 
constaba expresamente que a la trabajadora reclamante 
le había sido expresamente reconocida por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía la equiparación retributiva durante 
la vigencia del convenio de 1993, y la de 5 de mayo de 2003 
porque aplica expresamente la doctrina de la de 9 de abril 
en relación con los salarios correspondientes a los perío-
dos posteriores al 1 de enero de 1999.

Pues bien, en esta doctrina unificada, establecida de 
manera razonada y con la expresa declaración de consti-
tuir una matización de la jurisprudencia anterior de la Sala 
y seguida posteriormente con regularidad, se inscribe 
claramente, la Sentencia ahora recurrida, que deniega la 
equiparación salarial reclamada por las actoras por no 
haber consolidado éstas derecho alguno, por resolución 
administrativa o judicial, al amparo del convenio de 1993, 
debiendo quedar sometidas, en consecuencia, al nuevo 
plazo de equiparación de la disposición adicional segunda 
de la Ley Orgánica 1/1990, de ordenación general del sis-
tema educativo.

No cabe, por tanto, apreciar que la Sentencia, de 20 de 
noviembre de 2003, recurrida se haya apartado de manera 
inmotivada de la doctrina precedente establecida sobre 
esta cuestión por la propia Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo, ni haya vulnerado el derecho de las actoras a la 
igualdad en la aplicación judicial de la Ley. Por lo que pro-
cede la desestimación de la demanda de amparo.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la demanda de amparo interpuesta por 
doña Carmen Faro Planas y otros nueve más.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de septiembre de dos 
mil siete.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde 
Martín de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arri-
bas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 18863 Sala Primera. Sentencia 202/2007, de 24 de 
septiembre de 2007. Recurso de amparo 5764-
2004. Promovido por el Sindicato de Emplea-
dos Públicos (SIME) frente a la Sentencia de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Murcia que inad-
mitió su demanda contra el Ayuntamiento de 
Cartagena sobre comisión de servicio de seis 
bomberos.

Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (acceso a la justicia): inadmisión de recurso 
contencioso-administrativo por falta de legitima-
ción del sindicato, ignorando su legítimo inte-
rés profesional o económico (STC 101/1996).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

Sentencia

En el recurso de amparo núm. 5764-2004, promovido 
por el Sindicato de Empleados Públicos (SIME), represen-
tado por la Procuradora de los Tribunales doña María Luz 
Albácar Medina y asistido por el Abogado don Manuel Mar-
tínez-Pastor Sánchez, contra la Sentencia núm. 466/2004 
de 23 de julio dictada por la Sección Segunda de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Murcia, en rollo de apelación 84-2004 sobre 
falta de legitimación sindical para actuar judicialmente. 
Han intervenido el Excmo. Ayuntamiento de Cartagena, 
representado por el Procurador de los Tribunales don 
Javier Ungría López y asistido por el Letrado don Fran-
cisco Pagán Martín-Portugués, y el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Javier Delgado Barrio, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 23 de septiembre de 2004, doña 
María Luz Albácar Medina, Procuradora de los Tribunales, 
en nombre y representación del Sindicato de Empleados 
Públicos (SIME), interpuso recurso de amparo contra la 
resolución judicial de la que se ha hecho mención en el 
encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda 
de amparo son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) En su sesión del 6 de junio de 2003, la Comisión 
de Gobierno del Ayuntamiento de Cartagena procedió al 
nombramiento en comisión de servicios en puestos de 
bombero de seis funcionarios que desempeñaban otras 
funciones en la plantilla municipal (policías locales, con-
ductor mecánico, conserje). El 26 de junio de 2003, el 
Sindicato de Empleados Públicos (SIME), invocando que 
su sección sindical era mayoritaria en el Ayuntamiento, 
interpuso recurso contencioso-administrativo contra 
dicho nombramiento, argumentando, en lo esencial, que 
no es posible la comisión de servicios en un cuerpo tan 
especializado como el de bomberos, ni se había razonado 
su necesidad, ni previsto su duración máxima.

b) El recurso fue resuelto por Sentencia de 2 de 
diciembre de 2003 del Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 1 de Cartagena. En la misma se dedica un 
amplio fundamento de derecho a analizar la pretendida 
falta de legitimación activa del sindicato demandante: 
con abundante cita de jurisprudencia constitucional, el 
Juzgado concluye que concurren los requisitos exigibles 
para dicha legitimación, con estimación parcial de la 
demanda.

c) Contra esta Sentencia, el sindicato interpuso 
recurso de apelación, resuelto por Sentencia de 23 de 
julio de 2004 de la Sección Segunda de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Murcia. En ella se declara la inadmisión del recurso 
por falta de legitimación del sindicato entendiendo que 
cuando hay una «facultad autoorganizativa de la Adminis-
tración» se «diluye o hace inexistente el interés concreto». 
De ese modo, no puede el sindicato impugnar una deci-
sión municipal vinculada con una necesidad organizativa 
de la Administración, porque su interés resulta de mera 
defensa de la legalidad.

3. En la demanda de amparo se alega en primer 
lugar la vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE) en conexión con el derecho a la libertad 
sindical (art. 28.1 CE), pues el órgano judicial ignora la 
doctrina constitucional sobre la legitimación activa de los 
sindicatos en el orden contencioso-administrativo, en 
cuanto a que no puede considerarse en sí misma ajena al 
ámbito de la libertad sindical toda materia relativa a la 
organización de la Administración.

También se alega como vulnerado el derecho a la 
tutela judicial efectiva y a obtener un pronunciamiento 
fundado en Derecho (art. 24.1 CE), atribuyéndole a la Sen-
tencia impugnada un vicio de incongruencia. El argu-
mento principal es que la decisión judicial incurre en un 
error manifiesto, confundiendo el objeto de la litis. En 
especial la demanda destaca el hecho de que se considera 
continuamente que se ha impugnado una prórroga de 
comisiones de servicio preexistentes, cuando lo que se 
recurrió fue el nombramiento inicial para las comisiones 
de servicio.

En tercer lugar se invoca el derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a los cargos públicos (arts. 14 
y 23.2 CE), cuya lesión se atribuye al hecho de que el 
Ayuntamiento de Cartagena designara para determina-
dos cargos a una serie de personas, sin hacer pública 
para la totalidad de funcionarios la existencia de puestos 
para la comisión de servicios.

4. Por providencia de 15 de junio de 2005 la Sección 
Primera de este Tribunal acuerda la admisión a trámite 
de la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en 
el art. 51 LOTC, requerir atentamente al Tribunal Superior 
de Justicia de Murcia y Juzgado de lo Contencioso-admi-
nistrativo núm. 1 de Cartagena para el emplazamiento, en 
el plazo de diez días, de quienes fueron parte respectiva-
mente en las diligencias previas del rollo núm. 84-2004 y 


